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2. La mediación en el Defensor del Pueblo Andaluz
La mediación es una fórmula de solución de conflictos. Se trata de un procedimiento, flexible pero 
riguroso, por el que un tercero (mediador), que usa determinadas técnicas y habilidades, ayuda a las partes 
a encontrar puntos de encuentro y posibles soluciones en un ambiente seguro y controlado.

La figura del Defensor del Pueblo, tradicionalmente, ha venido vinculada a una actuación mediadora, en la 
medida en que se le requiere su intervención para alcanzar una solución pacífica, en determinados asuntos 
relacionados con la actuación de las distintas administraciones públicas. Lo más habitual es que la ciudadanía 
acuda a la Institución con la pretensión de solucionar su conflicto con la Administración Pública, a través de 
una Resolución del Defensor que, en definitiva, se pronuncie jurídicamente sobre quién tiene razón. Es decir, 
como regla general, se solicita un argumento técnico-jurídico que apoye la tesis de la persona o colectivo 
afectado en el problema concreto, o lo que es lo mismo, que se reconozca que la norma ampara tal o cual 
situación. Asimismo, hasta ahora en la práctica no hemos llevado a cabo mediaciones en sentido propio, 
sino más bien una labor singular, de intermediación, que procuraba adecuar el marco de intervención de 
esta Institución a las circunstancias concurrentes ante determinadas quejas y pretensiones planteadas por 
la ciudadanía con el fin de mejorar nuestra efectividad en la protección de sus derechos.

A finales de 2015 ya se decidió dar un nuevo impulso a la mediación profesional en la Institución. El 
objetivo esencial era reforzar la garantía de derechos y procurar un mayor acercamiento de la ciudadanía. 
Para ello se adscribió la función mediadora a la Oficina de Atención Ciudadana y se inició un proceso de 
debate interno en la Institución sobre el modelo más adecuado que se adoptaría en su seno, que finalmente 
ha dado lugar a la creación del Servicio de Mediación del Defensor del Pueblo andaluz.

El Servicio de Mediación nace en 2016 con el objetivo último de fomentar el uso de la mediación en 
la Oficina del Defensor de manera transversal a todas las áreas de trabajo, desarrollar un modelo de 
mediación propio y ajustado a las características que definen esta Institución y sensibilizar a la ciudadanía, 
a las administraciones y a las entidades prestadoras de servicios generales y financieras respecto de la 
importancia de establecer cauces de diálogo y de alcanzar soluciones pacíficas, en aquellas quejas que 
sean susceptibles de abordarse con este instrumento. 

El nuevo enfoque que se pretende implantar con este Servicio va dirigido a dotar de un mayor rigor técnico 
a la actuación de mediación del Defensor del Pueblo andaluz, incorporando especialistas que orienten los 
procesos mediadores con las técnicas más adecuadas a cada caso y procurando una más amplia y directa 
participación de las personas y colectivos involucrados en los conflictos que son remitidos a la Institución.

Pasamos, por tanto, a ofrecer de manera adicional un modelo de mediación profesionalizado, que 
viene a complementar la intervención supervisora y el modelo de intervención mediadora vigente hasta 
ahora, en el que el Defensor del Pueblo andaluz propiciaba un posible acuerdo entre las partes, actuando 
en representación de la ciudadanía, frente a la administración o entidad correspondiente.

3. Principales indicadores por materias
3.1 Empleo
El año 2016 ha estado marcado por la caída registrada del desempleo y por un aumento en el número 
de ocupados. El ejercicio cerró con una caída de más de 390.000 personas respecto a 2015, lo que sitúa 
el total de desempleados inscritos en 3,7 millones en Andalucía. El total de ocupados alcanzados al cierre 
del año ha sido de 17.849.055 personas, lo que supone la mayor cifra registrada desde octubre de 2009. 
En términos absolutos, Andalucía lideró la recuperación del mercado laboral. 

Estos datos sin duda favorables se ven matizados por otros indicadores. Por ejemplo, la alta tasa de 
temporalidad es un problema del mercado de trabajo andaluz, donde el 35,28% de los empleos son 
efímeros, según los datos de la Encuesta de Población Activa al cierre de 2016. Esta tasa apenas ha variado 
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con respecto a 2015 (35,5%) y se sitúa casi diez puntos por encima de la media de España (26,4%). El paro 
estructural (de larga duración) afecta en Andalucía a 615.595 personas, lo que representa casi el 55% de 
todos los desempleados (1.120.305). Y de esa gran bolsa de personas con dificultades para hallar una salida 
laboral, 273.795 (casi la cuarta parte) no han trabajado ni un solo día en los últimos cuatro años. Otro dato 
preocupante es la brecha de género, ya que, si la tasa de paro masculina se situó en 25,7%, por encima de 
la media nacional (17,22%), la femenina se situó en un 31,3% (20,25% de media nacional).

Ante esta perspectiva global del mercado laboral andaluz venimos a incidir un año más en la ausencia de 
políticas activas de empleo. No obstante, ante el anuncio de que se retomarán estas actividades, hemos 
recomendado al Servicio Andaluz de Empleo que, bien haga su gestión a través de los medios propios 
(agencias públicas) y/o colaboradores autorizados (agencias de colocación), se dote con suficiencia de 
recursos humanos, a la par que se delimiten las potestades administrativas en que estas políticas se 
concretan, en orden a preservar y reservar aquellas con connotaciones de “autoridad” a la función pública, 
quedando las restantes a disposición del desempeño indistinto por parte de otro personal empleado público.

En el ámbito del empleo público, en el que mayoritariamente circunscribimos nuestras actuaciones, 2016 ha 
marcado el inicio de la recuperación de parte de los derechos de los empleados públicos que fueron 
objeto de supresión o restricción en los años precedentes como consecuencia de la aprobación de la Ley 
Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera de 2012.

Así, fruto del acuerdo anterior, la Ley 1/2015, de 21 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía para el año 2016, además de la subida del uno por ciento de las retribuciones 
del personal empleado público, estableció que, desde el 1 de enero de ese año, el personal funcionario 
interino, estatutario temporal, laboral temporal e indefinido no fijo recuperase el cien por cien de su 
jornada de trabajo y retribuciones, así como también el abono, en la nómina del mes de febrero, de la 
parte proporcional de la paga extraordinaria, así como de la paga adicional del complemento específico, 
suprimidos en el mes de diciembre de 2012.

De esta manera, a lo largo de 2016, se produce un encadenamiento de reformas legislativas y reglamentarias 
de corte recuperador de derechos, de la que destaca el Decreto-Ley 5/2016, de 11 de octubre, por el que 
se regula  la jornada laboral del personal empleado público de la Junta de Andalucía, mediante la que se 
retorna a la jornada laboral de treinta y cinco horas semanales, implantada en la Junta de Andalucía ya 
en el año 1999 fruto de la negociación sindical.

Asimismo, la aprobación y publicación de la Ley 2/2016, de 11 de mayo, en materia de valoración de la 
antigüedad, supone el punto de partida en la regularización de los concursos de méritos. La eliminación 
de las severas restricciones en las tasas de reposición en la ley de Presupuestos Generales del Estado para 
2016 implica otro punto de partida en favor de las ofertas de empleo público, en las que igualmente venía 
a incidir el parámetro de la antigüedad.

En relación a las Ofertas de Empleo Público, salvadas las severas restricciones establecidas en las precedentes 
leyes anuales de presupuestos, la Ley 1/2015, de 21 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía para 2016 favorece la incorporación de nuevo personal en el sector público andaluz 
en los sectores determinados como prioritarios por la legislación básica del Estado, hasta el máximo del 
cien por cien de la tasa de reposición, y, en los restantes sectores, hasta el máximo del cincuenta por 
ciento de dicha tasa, con un régimen específico para las entidades instrumentales y consorcios del sector 
público andaluz.

Así, mediante los Decretos  502/2015, de 9 de diciembre y 84/2016, de 26 de abril, se aprueba las Ofertas 
de Empleo de la Administración General de la Junta de Andalucía, que tiene su continuidad en el Decreto 
36/2016, de 9 de febrero, relativo a la oferta correspondiente a los Cuerpos del Profesorado Docente 
vinculado a la Administración educativa y, finalmente, mediante el Decreto 76/2016, de 15 de marzo, para 
la Oferta de Empleo de las categorías sanitarias y de gestión y servicios de la Administración Sanitaria 
(Servicio Andaluz de Salud).

No obstante, siguen persistiendo otros problemas en el acceso al empleo público, como se detalla en 
este informe en los casos de las sustituciones a los maestros de apoyo en los centros de Educación 
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Infantil y Primaria. En la mayor parte 
de los posicionamientos sindicales se 
insta a la Administración educativa a 
un mayor rigor y homologación en 
el tratamiento de las sustituciones e 
incluso la modificación o supresión del 
actual modelo de cupo que representa 
la citada Orden de 2010, trayendo a 
colación el derecho del alumnado a 
una educación de calidad y el derecho 
del profesorado integrado en las bolsas 
al desempeño efectivo de la función 
docente que les es propia.

Es por ello que recomendamos a la 
Consejería de Educación que lleve a 
cabo un exhaustivo análisis de los 
distintos tiempos medios intermedios 
y total intervinientes entre la fecha de 
la generación de la plaza vacante del 
profesorado y su efectiva cobertura provisional mediante sustituciones y, a la vista de la cual, adopte las 
medidas pertinentes en garantía de la calidad  y mejora del sistema educativo andaluz.

También nos hemos interesado por cómo los Funcionarios de Habilitación Nacional (FHN) vienen siendo 
afectados por la supresión de puestos por parte de las Corporaciones Locales, con pérdida de sus 
puestos de trabajo y pase a situación distinta de la de servicio activo en base a interpretaciones jurídicas 
de las Administraciones actuantes.

En este contexto de crisis, diversas Corporaciones locales acometen la supresión de los puestos singularizados 
como “de colaboración”  inmediata a los de secretaría, intervención y tesorería, adscritos a funcionarios 
con habilitación de carácter nacional, que en tanto se encuentran vacantes no plantea más problemática 
que las propias del expediente administrativo en que se instrumenta tal supresión (sin afectar a situación 
administrativa alguna del funcionariado por su desocupación), no así cuando estos puestos vengan siendo 
desempeñados con carácter definitivo tras su adjudicación en concurso de méritos.

3.2 Salud
En 2016 hemos asistido a un aumento significativo del número de las quejas en materia de salud, 
lo cual evidencia en nuestra opinión un incremento de la preocupación de los ciudadanos por la cuestión 
sanitaria.

Este año ha sido de una intensa movilización social, protagonizada por un movimiento ciudadano y 
profesional en cuyo origen confluyen la adopción unilateral de cambios organizativos en materia asistencial 
(las denominadas fusiones hospitalarias), obviando los cauces establecidos para la participación de los 
sectores implicados; y al mismo tiempo la sensación de pérdida de calidad de la atención sanitaria que, en 
forma de recortes de diverso tipo, ha repercutido en sectores importantes de la población.

Por nuestra parte, reiteramos una vez más nuestro apoyo decidido al sistema público de salud, lo cual no 
obsta a que mencionemos las deficiencias del mismo para su reparación. Así, al margen del incremento 
meramente numérico de los expedientes de queja, ya en los últimos años hemos venido aludiendo a las 
consecuencias que sobre el ejercicio de determinados derechos está teniendo la crisis económica.

En el análisis nos encontramos con que nuestra intervención ha sido mayormente requerida en el ámbito 
de la atención especializada, pues los ciudadanos nos han hecho llegar muy diversos planteamientos 
vinculados a la problemática que ha regido sus procesos asistenciales. En algunos casos simplemente se 
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sienten desatendidos en sus dolencias, solicitan alternativas terapéuticas a las empleadas hasta entonces, 
consideran inadecuado el seguimiento que se realiza de sus patologías, o discrepan de la negativa a 
dispensarles determinados tratamientos, incluidos los quirúrgicos. En otros casos, ponen de manifiesto 
dificultades en los procedimientos, gestión de las citas, derivación entre hospitales y demoras en la atención.

Probablemente, no hay un indicador de la calidad de la asistencia que aparezca más íntimamente ligado 
a los niveles de satisfacción de los usuarios que los tiempos de respuesta asistencial. En el cómputo 
general de las quejas recibidas, las relacionadas con los tiempos que marcan las intervenciones quirúrgicas, 
las pruebas diagnósticas y las consultas de especialidades representan aproximadamente el 25%, mientras 
que la tramitación de los expedientes en este ámbito ha generado el grueso de las Resoluciones emitidas. 
Con independencia de los plazos que son objeto de publicación anual como resultado de un cálculo medio, 
en esta Institución hemos podido constatar directamente el incumplimiento de los tiempos máximos en 
supuestos concretos relacionados con todas las categorías “protegidas” por este sistema de garantía.

Junto a intervenciones quirúrgicas que no tienen plazo de garantía, también se reclama por lo que podríamos 
llamar plazos intermedios: las citas para recogida de los resultados de las pruebas diagnósticas, las 
consultas para unidades especializadas en determinados procesos patológicos (traumatología, oftalmología), 
o el inicio de determinados tratamientos (rehabilitación, radioterapia) son las que realmente pueden llegar 
a eternizar un proceso asistencial, tanto en su faceta diagnóstica, como en la terapéutica.

La atención primaria no ha sido este año un tema esencialmente conflictivo en esta Institución, con 
problemas conocidos (saturación de consultas, tiempo mínimo de atención al paciente, cobertura de 
bajas,...), por lo que no podemos sino congratularnos del Plan de Renovación de la Atención Primaria, que 
incorpora múltiples estrategias para conseguir que este nivel de la atención se constituya en el verdadero 
“agente vertebrador de la atención sanitaria en Andalucía”, y confiar en que decididamente las medidas 
previstas en este instrumento de planificación reviertan en la práctica.

También incluimos todas aquellas reclamaciones que se relacionan con la dotación, reforma o incorporación 
de nuevas infraestructuras sanitarias. En las reflexiones que desde esta Institución hemos llevado a cabo 
sobre la afectación de los derechos de los ciudadanos por causa de la crisis económica, hemos evidenciado 
la paralización de las inversiones en este ámbito, afectando de muy diversa forma a los proyectos que 
pudieran plantearse en función del estado de situación de los mismos, hasta el punto de encontramos 
con hospitales o centros de salud prácticamente construidos, pero que no llegaban a ponerse en marcha, 
junto al incumplimiento de los compromisos temporales previstos en la edificación de otros.

Ello no obsta para que durante este período hayan continuado los contactos con la Institución, fundamentalmente 
por parte de asociaciones vecinales o plataformas ciudadanas que se han constituido para alcanzar el objetivo 
de dotar de un equipamiento sanitario a una determinada área geográfica o localidad, con el objeto de 
que atienda las necesidades asistenciales de la población de las mismas. Deseamos que algunas de estas 
aspiraciones vean pronta su realización, en algunos casos tras largos períodos de estancamiento.

3.3 Educación
El nuevo contexto político, donde los partidos están obligados a un mayor entendimiento y consenso, puede 
ser el clima propicio para el tan ambicionado pacto por la educación que reclamamos informe anual tras 
informe anual. Un pacto que otorgue estabilidad a un Sistema que se ha visto afectado permanentemente 
por reformas y contrarreformas educativas, lo que ocasiona cambios en los objetivos, la organización, los 
principios pedagógicos, o los sistemas de evaluación de cada una de las distintas etapas educativas.

Esta inestabilidad ha originado un estado de incertidumbre en la comunidad educativa, del que el 
pasado año no fue una excepción. Sobre el profesorado, las familias y el alumnado planea siempre la duda 
acerca de si se podrán culminar los proyectos, planes, programas recogidos en la norma vigente de cada 
momento. Ni siquiera tienen la certeza acerca de cómo quedarán finalmente la ordenación de las distintas 
enseñanzas o sus periodos de implantación.
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Mientras tanto, en la institución 
continúa la tendencia a una 
reducción de quejas por los 
procesos de escolarización y un 
repunte de protagonismo de la 
equidad en la educación. Equidad 
para compensar desigualdades 
principalmente de orden económico, 
fruto de la situación económica 
que padecemos. Una de las 
manifestaciones de esta realidad ha 
sido el incremento de reclamaciones 
sobre el servicio complementario 
de comedor escolar, teniendo en 
cuenta que éste ha dejado de ser un 
instrumento de conciliación de la vida 
familiar y laboral para convertirse 
en un instrumento de políticas 
sociales. Esta medida, que no solo 
no admite crítica alguna sino que 
debe ser objeto de todas las alabanzas, provoca que, limitadas las plazas, sean escasas las que pueden 
ser adjudicadas a otras familias que, siéndoles igualmente necesarios este servicio -sobre todo para poder 
conseguir la necesaria conciliación familiar y laboral-, no pueden acceder a él, de modo que se hace realmente 
complicado atender a los hijos e hijas en el horario de comedor, coincidente con el del horario laboral.

También equidad para compensar las desigualdades del alumnado con necesidades educativas 
especiales asociadas a sus circunstancias personales. No olvidemos que la educación inclusiva de los 
niños con diversidad funcional se perfila como algo más que un derecho: es una poderosa herramienta 
para combatir el riesgo de exclusión social de estos alumnos ya que la exclusión escolar es la antesala de 
la exclusión social. 

De nuevo, hemos asistido a un incremento de reclamaciones de padres y madres lamentándose de que los 
centros escolares no dispongan de todos los recursos personales y materiales para atender debidamente 
a sus hijos afectados por algún tipo de discapacidad. Ciertamente el reconocimiento del derecho al 
acceso a la educación para los menores con discapacidad está garantizado formalmente. El problema no 
está en el reconocimiento formal del derecho, sino en la puesta en práctica de las actuaciones para su 
efectivo ejercicio.

También está relacionado con la equidad a la Educación el acceso a las becas. Confiamos en que la Consejería 
de Educación persista en la búsqueda de soluciones para evitar cualquier mínimo retraso que pueda serle 
imputado, así como que la información que se ofrezca a los potenciales solicitantes sea lo suficientemente 
exhaustiva y clara para evitar los errores que, al parecer, se producen en las correspondientes solicitudes 
a las distintas ayudas que ofrece la Administración andaluza lo que sin lugar a dudas repercutirá en una 
mejor gestión y en la prestación de un mejor servicio público.

Y en cuanto a las universidades, nos congratulamos de la acogida que ha tenido en las universidades 
andaluzas nuestra propuesta de que estudien el otorgamiento de becas o ayudas extraordinarias con 
el objetivo de ayudar a aquellos estudiantes que, por una situación sobrevenida, no pueden continuar sus 
estudios universitarios por razones económicas.

También durante el curso del año 2016 hemos tratado una cuestión que ha sido la que mayor número 
de quejas ha provocado. Nos referimos al grave problema del elevado número de centros docentes que 
existen en Andalucía en los que muchas de sus infraestructuras e instalaciones contienen un material 
altamente tóxico y peligroso, el asbesto, o mejor conocido como amianto.

En el lado opuesto, las consecuencia de la crisis nos deja el descenso de otro fenómeno: el abandono 
del Sistema educativo. Por las escasas o nulas posibilidades de acceder al mundo laboral de los jóvenes, 
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viene descendiendo de forma sistemática el abandono temprano del Sistema educativo de este sector de 
la población, contribuyendo de este modo a corregir las cifras de abandono escolar.

3.4 Servicios sociales
Los servicios sociales comunitarios son el elemento vertebrador de la atención social,  más en un tiempo 
en el que se han incrementado las personas con demanda de necesidades básicas. El Informe FOESSA 
“Análisis y Perspectivas 2016: Expulsión Social y Recuperación Económica anota que la renta disponible 
por adulto ha caído de forma espectacular desde el inicio de la crisis. Se trata de una caída que supera 
el 10% de media en el conjunto del Estado y que, en Andalucía, supera el 21%. Así, si en 2009 la renta 
disponible por adulto en Andalucía era de 14.393 euros, en 2015 descendió hasta 11.862 euros.

Resulta además significativo que las comunidades en que la renta disponible era mayor han experimentado 
una caída menor, y viceversa, lo cual no hace sino ahondar en las diferencias territoriales. Y además, dentro 
de cada territorio, las diferencias también han aumentado, produciéndose un hundimiento de las rentas 
más bajas.

Igualmente ilustrativos resultan los datos ofrecidos por la Red Andaluza de lucha contra la Pobreza y la 
Exclusión Social (EAPN-A) en 2015. La tasa de personas en riesgo de pobreza y exclusión social en 
Andalucía es del 42,3%, el número de viviendas con ejecución hipotecaria iniciada es de 16.275, el mayor de 
España, el porcentaje de hogares andaluces que no pueden permitirse mantener la vivienda a temperatura 
adecuada en los meses de invierno es del 15,8% y el 10,1% de los hogares andaluces con menores viven 
en condiciones de carencia material severa.

Pese al innegable esfuerzo que se realiza por las diputaciones provinciales y los ayuntamientos andaluces, 
lo cierto es que las ayudas disponibles no resultan suficientes para paliar las situaciones de crisis 
a las que se enfrentan las familias.

El trabajo concienzudo de los profesionales de los Servicios Sociales Comunitarios, realizando un seguimiento 
continuado de su situación y poniendo a su disposición todos los medios a su alcance, como ayudas de 
emergencia, ayudas al alquiler, participación en programas de contratación, etc., no parece acompasado 
con recursos suficientes por parte de la Administración para atender a todas estas personas y solucionar 
las situaciones de auténtica emergencia social que se plantean cada día.

La paralización de programas en zonas de exclusión social o los retrasos en el pago del programa de 
Solidaridad (salario social) a principios de cada ejercicio viene  a agravar la situación de estas personas y 
a acercarlas a los umbrales de la exclusión social. En el caso del salario social, esta Defensoría ha instado a 
que se le diera un carácter prioritario a estas ayudas y a que exista un cobertura efectiva de las situaciones 
de necesidad, solicitando se adoptaran las medidas necesarias para que no ocurriera mayor situación de 
agravamiento y exclusión y los pagos se realizaran con la celeridad y continuidad debidas.

La nueva Ley de Servicios Sociales de Andalucía aprobada a finales de año clarifica y ordena la financiación 
de los servicios sociales en nuestra Comunidad Autónoma. A su vez, la inclusión de prestaciones garantizadas 
en el texto legal presupone que los presupuestos de la Comunidad Autónoma y de las entidades locales 
tendrán que ajustar sus partidas para poder asegurar las referidas prestaciones. Pero en cualquier caso, se 
requiere una mejora de la financiación que permita atender las necesidades urgentes a las que se enfrentan 
cada día los servicios sociales comunitarios, al menos hasta que la recuperación económica para todos los 
grupos sociales sea una realidad y disminuya la presión sobre las referidas ayudas sociales.

La aprobación de esta Ley reviste una gran importancia pues, pese al esfuerzo realizado en atención social 
y los avances conseguidos en los últimos 30 años, muchas voces, entre ellas la del Defensor del Pueblo 
Andaluz, han venido demandando un nuevo marco jurídico para los servicios sociales en Andalucía, por 
lo que celebramos la aprobación de este texto legal. No obstante, continuamos considerando que podía 
haberse incluido la prestación de una renta básica que garantice unas condiciones de vida digna, puesto 
que se trata de un derecho reconocido en el artículo 23.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

http://www.foessa.es/publicaciones_compra.aspx?Id=5279&Idioma=1&Diocesis=42
http://www.foessa.es/publicaciones_compra.aspx?Id=5279&Idioma=1&Diocesis=42
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En este orden de ayudas, el Sistema 
de dependencia ha tomado un papel 
preponderante. Los problemas que 
aproximadamente desde el año 2009 
vienen afectando estructuralmente 
al Sistema de la dependencia siguen 
apareciendo irremediablemente, 
año tras año, en el Informe Anual 
de esta Institución. Se caracteriza 
por los retrasos en la tramitación de 
los expedientes, en cualquiera de 
los procedimientos previstos en la 
normativa. Es decir, ya se trate del 
reconocimiento de la situación de 
dependencia, de la aprobación del 
recurso o de la revisión del grado o en la 
asignación de recurso. Las estructuras 
administrativas no parecen haber 
dispuesto hasta la fecha los medios 
que les permitan absorber la demanda, 
produciendo como consecuencia que las personas que necesitan hacer uso del Sistema de dependencia 
no obtienen a tiempo la respuesta que precisan.

A esta circunstancia ha venido a sumarse el difícil acceso al Sistema de las personas dependientes 
moderadas, grado I, que a pesar de que debió permitirse desde julio de 2015, aún no ha obtenido 
satisfacción generalizada.

Es especialmente problemática o, más exactamente, continúa siéndolo, la situación especial de las personas 
dependientes afectadas por una discapacidad que las hace tributarias de un recurso residencial de perfil 
específico, ante la carencia de plazas concertadas suficientes adaptadas al mismo. Ello, según se desprende 
de los informes de la Administración, trae causa de un defecto estructural, a saber: la insuficiencia de 
plazas concertadas en centros residenciales destinados a dependientes con necesidades específicas o 
con un perfil determinado, tales como gravemente afectados, autistas, discapacidad intelectual o, entre 
otros, personas con parálisis cerebral o enfermedad mental. En especial, cuando se trata de personas 
adultas discapacitadas no mayores.

3.5 Vivienda
Son muchos los andaluces y andaluzas con serios problemas habitacionales, familias cuyos miembros 
se encuentran en situación de desempleo, sin recursos económicos, o absolutamente insuficientes para 
atender las necesidades básicas de una economía familiar, en riesgo o grave riesgo de exclusión social. 

El drama de los desahucios y lanzamientos de vivienda, bien como consecuencia de un procedimiento 
de ejecución hipotecaria, bien por impago de rentas de alquiler, se ha convertido en un problema de una 
grave dimensión social, y por qué no decirlo, de difícil solución. Si bien los datos de lanzamientos ejecutados 
en el tercer trimestre de 2016 alcanzaron su cifra más baja desde que el Consejo General del Poder 
Judicial ofrece la serie histórica a partir de 2013, todavía se produjeron 12.148 en todo tipo de inmuebles 
entre julio y septiembre, según los últimos datos disponibles. Cataluña, Andalucía, la Comunidad Valenciana 
y Madrid acaparan casi el 65% de los lanzamientos derivados de la Ley de Arrendamientos Urbanos 
(LAU) y de las ejecuciones hipotecarias.

Continuando en esta línea, cada vez con más frecuencia asistimos a la ocupación sin título de viviendas 
protegidas, por encontrarse las mismas sin ocupar de manera efectiva por sus titulares legítimos. Esta 
situación, no amparada por esta Institución, perjudica a aquellas otras personas que encontrándose en una 
situación igualmente precaria, por el contrario, se han sometido al procedimiento legalmente establecido 
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para la adjudicación de viviendas, y ven como otras, al margen del procedimiento legal, les arrebatan la 
posibilidad de acceder a una de ellas, que llevan esperando muchos años.

Son incontables, a la vez que escalofriantes, el número de personas que llevan solicitando una vivienda 
protegida pública durante muchos años, personas que cumplen con los requisitos exigidos legalmente, 
unidades familiares en las que conviven personas menores, mayores o discapacitadas, sectores de la 
población que demandan una mayor protección por parte de los poderes públicos y que sin embargo, no 
ven satisfecho su derecho a disfrutar de una vivienda digna.

Ante la paralización de la promoción de viviendas públicas, el cambio de orientación en la política 
de vivienda en los Planes estatales y autonómicos se dirige a las medidas de fomento del alquiler y la 
rehabilitación, todo lo cual presenta un panorama que se caracteriza por la existencia de un gran sector 
de población que debido a su carencia de ingresos cuando no a su situación de pobreza e incluso de 
pobreza extrema nunca van a poder ver satisfecho su derecho a acceder a una vivienda digna y adecuada. 

A priori, el cambio de dirección de la política de vivienda hacia el 
alquiler, si bien resulta plausible, creemos que no ha tenido en 
cuenta, todo lo que debiera, que hay un sector de población con 
una economía precaria que lo que demanda fundamentalmente 
es una vivienda protegida en régimen de alquiler y, especialmente 
una vivienda protegida en régimen de alquiler social, con 
una renta compatible con sus escasos recursos económicos. 
Sin embargo, no existen viviendas protegidas públicas 
suficientes destinadas a este sector, capaces de dar 
satisfacción a la demanda existente, antes al contrario, ni siquiera 
permiten dar satisfacción a aquellas demanda en situación de 
extrema necesidad; ni existe un sistema de ayuda que les 
garantice el acceso a una vivienda digna.

A este panorama se ha añadido los problemas que ha ocasionado 
la tramitación de las algunas convocatorias de ayudas al alquiler. 
Si bien en el Informe Anual pasado dábamos cuenta de la 
actuación de oficio promovida por esta Institución, ante el elevado 
número de quejas recibidas en las que las personas solicitantes 
nos trasladaban su malestar e indignación ante el excesivo 
retraso que presidía la conclusión definitiva de los expedientes 
de ayudas al alquiler convocadas al amparo de la orden Orden 
de 3 de marzo de 2015, de nuevo este año de 2016 nos hemos 

ocupado el curso entero en reclamar soluciones para los retrasos en la concesión de estas ayudas, como 
un altavoz más de la indignación que nos transmitían los ciudadanos.

Este panorama de la vivienda desolador y grave, y nuestra especial sensibilidad hacía los grupos más 
vulnerables, ha llevado a esta Institución, en el ejercicio de su función garante de los derechos constitucionales, 
a exigir de las administraciones implicadas la necesidad de buscar nuevas formulas de resolución de 
este conflicto social, que no pueden tener otro propósito que ampliar el parque público de vivienda. No 
podemos tolerar que existan personas, que vivan en condiciones de absoluta precariedad habitacional.

3.6 Justicia
La crisis y los conflictos que se generan a partir de la gravedad de la situación económica han incrementado 
la presión y las seculares cargas de trabajo en la Administración de Justicia. La peculiaridad estriba en que 
el principal destino de las reclamaciones que realizamos son aquellos juzgados y órganos que, por su razón 
competencial, atienden asuntos especialmente vinculados a los escenarios de esta situación económica tan grave. 
Así, seguimos describiendo una situación de colapso en numerosos órganos judiciales que durante 2016 
no han hecho sino agudizar su parálisis y dejar, aún más si cabe, en evidencia la falta de respuestas efectivas.



Informe Anual DPA 2016 Balance del Defensor · 31

Desafortunadamente, en estos últimos años desde esta Defensoría, venimos advirtiendo con creciente 
preocupación una progresiva morosidad en la tramitación de los procedimientos judiciales que si 
en todos los órdenes jurisdiccionales generan en el justiciable una lógica frustración y desconfianza, en 
algunos, como en el social, suponen una auténtica agresión  que trasciende la mera cuestión conceptual 
de infringir el derecho a la tutela judicial efectiva para alcanzar tintes verdaderamente dramáticos, como 
cuando se demora años la resolución de una reclamación contra la denegación de una prestación 
de invalidez, jubilación o viudedad.

3.7 Sostenibilidad
Esta Institución lleva mostrando su preocupación en los últimos informes al Parlamento de Andalucía por las 
consecuencias ambientales que está planteando un modelo de desarrollo económico que, sabemos desde 
hace ya bastante años, no es sostenible, habida cuenta de que no se termina de percibir un cambio en el 
modelo de producción y de consumo que permita garantizar, a medio y largo plazo, esa sostenibilidad 
tan deseada, como presente en la agenda de todos los gobiernos en sus distintas escalas territoriales. Un 
cambio en los hábitos de consumo, unido a un tratamiento adecuado de los residuos urbanos, facilitaría 
la sostenibilidad de nuestro desarrollo económico.

En paralelo, seguimos caminando hacia la construcción de la ciudad inclusiva, a la que hemos dedicado 
en este ejercicio una jornada con el título “Ciudades Inteligentes, Ciudades Inclusivas”. Los poderes 
públicos y la sociedad deben afrontar de una vez la supresión de barreras que, en las infraestructuras, 
la vivienda y los transportes, impiden o dificultan el libre ejercicio de los derechos y libertades por parte 
de las personas con discapacidad.

También, en esta línea de preocupación por la adopción de medidas que permitan garantizar el derecho 
constitucional y estatutario a un medio ambiente adecuado, nos hemos interesado por el grado de ejecución 
de las infraestructuras destinadas a garantizar la calidad de las masas de agua en nuestra Comunidad 
Autónoma como requisito previo al denominado Vertido Cero y como objetivo prioritario de la denominada 
Directiva Marco del Agua (Directiva 2000/60/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo).

Asimismo, debemos rentabilizar las infraestructuras financiadas con fondos públicos. La idea que preside 
estas actuaciones no es otra que conseguir que el dinero público obtenido con el esfuerzo de la ciudadanía, 
tiene que ser productivo socialmente y ser útil para el fin que ha justificado la decisión de acometer una 
determinada inversión. 

Otro de nuestros propósitos reside en conciliar el derecho a la cultura y al ocio con otros como el de la 
protección a la salud y al descanso. La protección de la intimidad personal y familiar en el hogar es un 
objetivo irrenunciable si se quiere apostar por un modelo de desarrollo social, económico y que, al mismo 
tiempo, sea ambientalmente sostenible.  Desde una perspectiva legal, carece de justificación alguna que en 
tantos y tantos supuestos exista una pasividad de las administraciones ante las denuncias de la ciudadanía 
por las agresiones ambientales que se producen en este ámbito, conductas que lamentablemente se han 
tenido que corregir en los últimos años por la vía judicial.

La Cultura, como se entiende con demasiada frecuencia, sobre todo en tiempos de crisis, no es un derecho 
“menor”, pero tampoco será cultura si se permiten actividades en unas condiciones que pueden generar 
contaminación acústica.

También en la Cultura nuestras actuaciones han estado marcadas por la crisis económica, por las dificultades 
de financiación y por las restricciones presupuestarias, especialmente en lo atinente a la conservación y 
puesta en valor de bienes inmuebles integrantes de nuestro patrimonio cultural. Las quejas más numerosas 
suelen ser copadas por problemas generados con el patrimonio histórico-monumental y su conservación 
que se hace depender, en muchas ocasiones, de disponibilidades presupuestarias que no se producen.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/jornada-ciudades-inteligentes-ciudades-inclusivas
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3.8 Servicios de interés general y Consumo
La luz, el agua, la telefonía, el uso de una cuenta corriente o de otros productos bancarios como créditos 
o hipotecas ocupan tal importancia en el normal desenvolvimiento de la vida diaria de las personas que 
no está exenta de conflictos. 

Durante el pasado año nos han seguido llegando quejas sobre los suministros de luz y agua. Y, en 
consecuencia, hemos seguido pidiendo que se ajusten las tarifas a la situación económica familiar y se 
aporten las ayudas necesarias para hacer frente al gasto energético, siempre asociadas a un consumo 
razonable y eficiente. Aunque observamos  una implicación cada vez mayor de las propias entidades 
suministradoras en la búsqueda de soluciones y en la coordinación con los servicios municipales, nuestra 
reivindicación se mantiene en la necesidad de una ley que garantice estos suministros mínimos para 
personas en necesidades, tanto en pobreza energética, como en pobreza hídrica, donde entendemos 
que la competencia autonómica en materia de aguas podría amparar una norma al modo de la estatal en 
materia eléctrica.

Sobre productos financieros, hemos encontrado buena disposición de las entidades financieras en la 
atención de peticiones relacionadas con la búsqueda de soluciones ante supuestos de riesgo de pérdida de 
la vivienda por impago del préstamo hipotecario. No obstante, en una situación de sobrendeudamiento, con 
multitud de obligaciones que derivan en una situación de asfixia económica por imposibilidad de atender 
todas sus cargas económicas, persisten los problemas. 

De otra parte, el mecanismo de segunda oportunidad en virtud de la Ley 25/215, lamentablemente, ha 
convertido nuestras esperanzas en frustración al comprobar las dificultades para trasladar este mecanismo 
a los supuestos reales de sobreendeudamiento que los ciudadanos nos planteaban en sus escritos de 
queja. Afirmamos que nos encontramos ante una regulación deficiente, con lagunas importantes, 
escasamente ambiciosa y que demuestra la ausencia de una voluntad real por parte del legislador 
de solucionar el problema para el que supuestamente dicta la norma.

A finales de año nos encontramos con la sentencia del Tribunal de la Unión Europea por las cláusulas suelo, 
lo que seguro marcará una ruta de trabajo para el año siguiente. El Gobierno ha previsto mecanismos de 
resolución extrajudicial de conflictos, pero prestaremos una especial atención para conocer si efectivamente 
ese procedimiento se configura como la respuesta adecuada a las pretensiones de las personas a las que 
se incluyó la cláusula suelo en su préstamo hipotecario sin la debida transparencia y han estado sufriendo 
durante años la consecuencia de esta mala práctica financiera.
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